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Quibdó, Chocó 05 de Octubre de 2022

Capitán
CARLOS ANDRÉS MORENO RIVERA
Comandante Estación de Policía Quibdó
Cra 5 No 31-51 Barrio María Eugenia
Quibdó Chocó

Asunto: Informando situación con PPL Estación de Policía Quibdó

De manera atenta y respetuosa me permito informar a mi Capitán, en atención a los últimos eventos que se han presentado en la Estación de Policía Quibdó, la situación crítica que afronta la unidad por la permanencia de personas privadas de la libertad (PPL) en la sala de detención preventiva o celda principal, con más de ciento cincuenta (150) personas allí alojadas por diferentes delitos, situación que vulnera derechos fundamentales y genera riesgos operativos, jurídicos y disciplinarios para la institución y sus servidores.

En la unidad policial se han constatado carencias de condiciones dignas y básicas para las personas privadas de la libertad: falta de condiciones sanitarias adecuadas, atención médica oportuna, separación por sexo, acceso efectivo a visitas íntimas y otras garantías que deben caracterizar a los centros de reclusión formalmente habilitados. Esta realidad contraviene el estándar constitucional y convencional de trato digno y condiciones mínimas de subsistencia de las personas privadas de la libertad (artículo 12 C.P. dignidad humana).

Es preciso señalar que, conforme a las órdenes que regulan la función pública en nuestro Estado social de derecho, ninguna autoridad puede ejercer funciones distintas a las que le atribuyen la Constitución y la Ley; así lo dispone el artículo 121 de la Constitución Política de Colombia, y el régimen de la privación de la libertad contempla plazos y garantías, entre ellas la presentación del detenido ante autoridad judicial competente dentro de las treinta y seis (36) horas, cuyo incumplimiento configura la afectación de derechos fundamentales.

En el caso concreto de la custodia y reclusión, el Código Penitenciario y Carcelario (Ley 65 de 1993), con sus modificaciones posteriores, regula el cumplimiento de las medidas de aseguramiento, la ejecución de penas privativas de la libertad y las medidas de seguridad, y atribuye de manera clara al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC la ejecución de dichas funciones. En particular, el artículo 14 (modificado por Decreto 2636 de 2004) y el artículo 35 del Código establecen que corresponde al INPEC la ejecución de la detención y de la pena y que los funcionarios de ese instituto son los competentes para hacer efectivas las providencias judiciales sobre privación de la libertad en los centros de reclusión. En consecuencia, las estaciones de policía no fueron concebidas ni dotadas para ejercer la función de reclusión permanente que corresponde al INPEC.
No obstante, lo anterior, en la Estación de Policía Quibdó se ha documentado la asignación por parte del coordinador de vigilancia o supervisor de servicios en turno, Intendente JOSÉ MANUEL RIVERA CASTAÑO, de un (01) efectivo policial integrante de patrulla de vigilancia para cumplir funciones de custodio en la sala de detención del MNVCC. Dicho efectivo debería cumplir funciones propias de seguridad y convivencia ciudadana en cuadrantes y espacios públicos, no funciones de custodia penitenciaria. Esta desviación operativa implica que los miembros de la Institución asuman responsabilidades que no les competen ni para las cuales han sido formados, exponiéndolos a procesos disciplinarios y a consecuencias jurídicas en caso de fuga, lesiones o cualquier evento adverso dentro de la sala de detención.

La jurisprudencia constitucional ha sido enfática en delimitar el uso de espacios no aptos como lugares de reclusión permanente. La Sala Plena de la Corte Constitucional, mediante la Sentencia SU-122/22, declaró la extensión del “estado de cosas inconstitucional” a los centros de detención transitoria (CDT) entre ellos estaciones y subestaciones de Policía y URIs y ordenó medidas de corto, mediano y largo plazo para el deshacinamiento y la intervención estructural, priorización de traslados y coordinación institucional entre INPEC, USPEC, Ministerio de Justicia y entes territoriales. Asimismo, la Sentencia T-151/16 ordenó suspender el uso de remolques, autobuses, carpas, plazas u otros lugares improvisados como sitio de reclusión y fijó plazos para garantizar condiciones mínimas; la Corte ha reiterado en múltiples providencias la protección de los derechos de PPL frente al hacinamiento y la permanencia prolongada. Mantener a más de ciento cincuenta (150) PPL en la Estación de Policía Quibdó por tiempos superiores a lo razonable o sin las condiciones básicas coloca a la Institución frente a órdenes judiciales incumplidas y riesgo de actuaciones por desacato.

La práctica que hoy se observa llegada diaria de detenidos que el INPEC no admite en sus establecimientos y la supuesta decisión de jueces y fiscales de dejar en manos de los policiales la solución locativa ha convertido a la Estación en un lugar de retención que no cumple los requisitos legales ni materiales exigidos para la reclusión. Ello vulnera la finalidad del sistema penitenciario y la asignación de competencias públicas establecidas por el legislador, pues el INPEC ha sido dotado por el Estado con infraestructura, personal y protocolos especializados para la reclusión y tratamiento de la población carcelaria, elementos que no son replicables en dependencias policiales.
Los efectos operativos de esta situación son evidentes: la asignación de uniformados a funciones de custodia reduce ostensiblemente la presencia policial en cuadrantes, deteriora la capacidad preventiva y de disuasión en la jurisdicción y fuerza la doble carga operativa sobre el personal, lo que ha conllevado casos donde uniformados han resultado víctimas de lesiones, sometidos a investigaciones disciplinarias y penales, o expuestos a reclamaciones por vulneraciones de derechos humanos por falta de dotación y condiciones adecuadas. Además, la obligación institucional de cumplir el Instructivo No. 001 de 2016 no se satisface en las condiciones actuales de hacinamiento y carencia de recursos.

Desde el punto de vista del régimen interno de la Policía Nacional, el Reglamento del Servicio de Policía (Resolución 3207 del 13 de septiembre de 2024) establece, entre otros instrumentos, el Informe de Policía Especial (art. 84) como el mecanismo técnico que debe emplearse para identificar factores de riesgo, anomalías en el espacio público y deficiencias en la prestación de servicios que afectan la convivencia.

El marco constitucional, legal e institucional antes descrito determina responsabilidades y riesgos específicos para la Estación y sus mandos: la custodia y reclusión permanente son competencia del INPEC y la USPEC; la asignación impropia de funciones de custodio a personal operativo de patrulla puede configurar faltas disciplinarias o extralimitaciones al régimen de funciones; la permanencia prolongada en condiciones indignas supone vulneración de derechos fundamentales de las PPL y habilita mecanismos de protección judicial como la acción de tutela.


En atención a lo anterior, presento a continuación las medidas y actuaciones indispensables para mitigar el riesgo y proteger derechos, obligaciones y la institucionalidad:


Peticiones:

1. Remitir comunicación formal e inmediata al Director Regional del INPEC, a la USPEC y al Ministerio de Justicia consignando el número exacto de PPL y solicitud urgente de cupos y traslados.
2. Emitir el Informe de Policía Especial desde esta Estación que describa de manera pormenorizada las condiciones de hacinamiento y remitir copia a las entidades de control.
3. Abstenerse de destinar personal de patrulla a funciones permanentes de custodia en la sala de detención y documentar por escrito cualquier orden en ese sentido.
4. 
1. Solicitar al INPEC y USPEC un cronograma por escrito con plazos concretos para la recepción y traslado de PPL.
2. Mientras se logra el traslado, garantizar medidas mínimas de atención y documentar la carencia material.
Acciones estructurales/administrativas:

1. Gestionar convenios interadministrativos con la Alcaldía municipal, Gobernación, INPEC y USPEC para habilitar cupos temporales o infraestructura alternativa.
2. Notificar formalmente a los entes de control para que efectúen visitas de inspección y emitan pronunciamientos técnicos.
Recursos legales y de control:

Considero que, en atención a la situación descrita, resulta procedente evaluar la presentación de acciones de tutela, tanto colectivas como individuales, en representación de las personas privadas de la libertad (PPL), con el propósito de garantizar la protección integral de sus derechos fundamentales.

De igual forma, estimo pertinente remitir informe y reporte preventivo a la Procuraduría General de la Nación y a la Unidad de Asuntos Disciplinarios de la Policía Nacional, con el fin de poner en conocimiento de dichas instancias la situación y permitir que, en el marco de sus competencias, adopten las medidas correctivas o preventivas que correspondan.

Considero igualmente necesario resaltar que la permanencia prolongada de PPL en la Estación de Policía Quibdó desborda las competencias ordinarias asignadas a la institución, lo cual puede impactar la capacidad operativa del servicio, exponer al personal policial a eventuales responsabilidades disciplinarias y judiciales, y generar riesgos en la protección de derechos fundamentales cuya garantía es deber esencial del Estado.

Finalmente, quedo atento para colaborar en la elaboración del Informe de Policía Especial, conforme lo establece el artículo 84 de la Resolución 3207 de 2024, así como en la recopilación de la documentación probatoria y en la ejecución de las comunicaciones que disponga el señor Capitán.

Respetuosamente,


Patrullero, FELIPE ANDRÉS CASTAÑO
CC:
Integrante Patrulla de Vigilancia
Placa:


Anexo: Instructivo número 001 del 26 de enero de 2016 medidas y principios de seguridad protección y prevención para las personas ubicadas en las instalaciones policiales por captura, conducción o detención.
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